Martha Cecilia Soto Vs E.P.S.-S Cafesalud.  Rd. 66-594-31-89-001-2013-00077-01

Providencia:                               
Auto-Incidente de Desacato- 25 de enero de 2018
Radicación Nro. :


66594-31-89-001-2013-0077-01
Proceso:

  
INCIDENTE DE DESACATO 

Incidentista:                       
Martha Cecilia Soto en calidad de agente oficiosa de Yohany Alejandro Batero Soto 
Incidentado:                                
EPS Medimas
Magistrado Ponente:                  
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de Origen:                    
Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía – Risaralda-
Tema: 
Demostrado que la autoridad encargada de cumplir una orden de tutela no lo ha hecho y que, además, omite los requerimientos al respecto, una vez cumplido el tramite incidental, es procedente imponer las sanciones que por desacato contempla el Decreto 2591 de 1991.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, veinticinco de enero de dos mil dieciocho
Acta Nº    de  25 de enero de 2018
En el  término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 procede la Sala a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que mediante auto del 12 de diciembre de 2017 impuso el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía a los doctores JULIO CÉSAR ROJAS PADILLA en calidad de Representante Legal Judicial de la EPS-S Medimás y a NESTOR ORLANDO ARENAS FONSECA, Presidente de la misma entidad, por desacato a una orden de tutela.

A U T O:

Mediante proveído del 12 de diciembre de 2017, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por la señora Martha Cecilia Soto, agente oficiosa de Yohany Alejandro Batero Soto con motivo de la desatención a la orden de tutela que impartiera el día 4 de junio de 2013, y dispuso la sanción contra dichos funcionarios, consistente en el cumplimiento de un (1) día de arresto y el pago de un (1) salario mínimo legal mensual vigente.
Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitucional Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:

De siempre ha considerado la Corte Constitucional que el principal propósito del trámite incidental se “centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”
, definiendo su finalidad, no en la imposición de una sanción, sino en el logro del cumplimiento de la orden constitucional. 

No obstante el artículo 52 del Decreto 2591, establece que el incidente por desacato a una orden judicial proferida con base en este decreto, trae como consecuencia jurídica y procesal a la persona responsable de su cumplimiento, una sanción consistente en “arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales”, salvo que se haya establecido una sanción diferente y sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

En relación con lo consagrado en la referida disposición, la Corte Constitucional en la Sentencia C-367-14, apuntó:
“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela
. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia
”.
También se dijo en esa providencia:

“La administración de justicia y, de manera especial, el juez que dictó la providencia judicial, no pueden ser indiferentes o ajenos a su cumplimiento. Este cumplimiento puede y, si es del caso debe, efectuarse aún en contra de la voluntad de quien está llamado a ello, por medios coercitivos. 

El incumplir una providencia judicial puede comprometer la responsabilidad de la persona a quien le es imputable esta conducta y puede tener consecuencias en diversos ámbitos. Y puede comprometerla, porque si bien el incumplimiento obedece a una situación objetiva, dada por los hechos y sólo por los hechos, la conducta de incumplir obedece a una situación subjetiva, en la cual es relevante la culpabilidad de su autor.”
En el presente asunto, en la sentencia que amparó el derecho a la salud de Yohany Alejandro Batero Soto se ordenó a la EPS-S Cafesalud “que dentro de los cinco primeros días de cada mes haga llegar al municipio de residencia del menor Yohany Alejandro Batero Soto, los medicamentos que debe consumir en cada periodo, más los insumos tendientes a atender su padecimiento, (esto es, Levetiracetam x 500 mg. Vigabatrim x 500 mg y Lacosamida x 100 mg.; pañales desechables Winny talle M y pañitos húmedos) y los demás que disponga su médico tratante”.  

El día 7 de julio de 2017, la agente oficiosa comunicó del incumplimiento de la orden impartida por parte de la entidad obligada, hecho que motivó al juzgado a requerir, en auto de 12 de igual mes y año –fl 19- al Gerente de Defensa Judicial de la EPS-S Cafesalud , para que diera cumplimiento a la orden de tutela, al paso que instó al Representante Legal y Presidente  de la misma entidad, doctor Luis Guillermo Vélez Atehortúa para que hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en contra de la funcionaria llamada a acatar la orden de tutela, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

En auto de fecha 22 de agosto de 2017, se ordenó la vinculación a la doctora Victoria Eugenia Aristizabal, en calidad de administradora de agencia de Cafesalud EPS-S o directora departamental del régimen subsidiado, para que diera cumplimiento al fallo constitucional.  Posteriormente, en providencia de fecha 6 de septiembre de igual año, se ordenó requerir a dicha funcionaria, así como al Gerente de Defensa Judicial para que brindaran los servicios y entregaran los medicamentos e insumos requeridos por el paciente, instando de paso al doctor Luis Guillermo Vélez Atehortúa, para que hiciera cumplir, en calidad de superior jerárquico de los requeridos la orden del juez de tutela. 

Ante el silencio de dichos funcionarios, mediante auto de fecha 13 de septiembre de 2017 –fls 34 a 35-, se dispuso la apertura del incidente de desacato en su contra, corriéndole traslado para ejercer su derecho de defensa. Dicha decisión se materializó en las comunicaciones Nos 1488, 1489, 1490 y 1491 de 2017.
No obstante, en virtud al cambio de razón social de la accionada de Cafesalud EPS a Medimás EPS, resultaba acertado ajustar la orden de tutela para dirigir a ésta última, a través al doctor Julio César Rojas Padilla en calidad de Representante Legal Judicial, los requerimientos del caso para lograr su cumplimento, identificando al doctor Hernán Alfonso Briceño Rodríguez como superior jerárquico del funcionario obligado.

Requerido tanto el primero como el segundo para lograr el restablecimiento de los derechos fundamentales vulnerados al joven Johany Alejandro Batero Soto, sin lograr la entrega de los medicamentos e insumos ordenados a éste por su médico tratante, lo que procedía era abrir el desacato, no obstante, en providencia de fecha 8 de noviembre de 2017, ante el conocimiento que tuvo del despacho del cambio de presidente de la entidad, se dispuso el requerimiento del doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, para que ordenara al Representante Legal Judicial el cumplimiento del fallo constitucional proferido el 4 de junio de 2013.

Ante el silencio de este funcionario, se dio apertura al trámite incidental, el cual se decidió de fondo el 28 de noviembre de 2017, declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, le impuso a los doctores JULIO CÉSAR ROJAS PADILLA,  Represente Legal Judicial de la EPS-S Medimas y NÉSTOR ORLANDO ARENAS FONSECA, Presidente de la misma entidad el cumplimiento de un (1) día de arresto y el pago de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 61 a 63 vto-, orden que se materializó a través de los oficios Nos 20156 y 2057 de 2017.
De acuerdo con la anterior reseña procesal debe concluir la Sala que a los sancionados se les dio la oportunidad de acatar la orden impartida en el fallo de tutela, al paso que se le brindaron todas las garantías procesales y constitucionales que le asisten y aun así, hicieron caso omiso a los requerimientos efectuados, avalando con tal negligencia la decisión adoptada por el Juzgado de conocimiento, que ahora habrá de confirmarse.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

CONFIRMAR la sanción impuesta por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía a los doctores JULIO CÉSAR ROJAS PADILLA,  Represente Legal Judicial de la EPS-S Medimas y NÉSTOR ORLANDO ARENAS FONSECA, Presidente de la misma entidad. 
SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Ponente 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-179-09. M.P. Humberto Sierra Porto, ratificada en la el Auto 320 de 2013.


� Cfr. Sentencias T-421 de 2003 y C-092 de 1997. 


� Cfr. Sentencia T-171 de 2009.
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